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			Si observamos una imagen de nuestro planeta desde el espacio no apreciamos ni países ni división administrativa alguna sobre las masas continentales; sin embargo, todos sabemos que la tierra está claramente parcelada en países soberanos —unos 206 actualmente— que no se superponen ni territorial, ni legalmente. De manera conjunta, estos conforman el sistema de Estados-nación soberanos por el que se rige el mundo contemporáneo desde al menos la segunda mitad del siglo xix, un sistema que surgió del tratado de Westfalia en 1648 (Faist, capítulo I de este volumen).

			La unidad básica de dicho sistema, el Estado-nación, está definido por tres ingredientes fundamentales: un territorio, una población y un sistema de derechos (Joppke, 2010; Sassen, 2006). Este sistema asume que cada persona tiene derecho a ser ciudadano de un país, es decir a “pertenecer” legalmente a una nación.1 De esta manera, se supone que, al igual que el territorio parcelado en 206 países, los siete mil millones de habitantes del planeta quedarían también nítidamente clasificados en, y defendidos por, esas unidades nacionales. Por ejemplo, la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 asume esa relación unívoca entre una persona y un Estado-nación. 

			Sin embargo, hoy en día, en la era de la globalización, este simplista sistema decimonónico lleva haciendo aguas durante al menos las últimas dos décadas. Los límites del mencionado trinomio del Estado-nación (territorio-población-sistema de derechos) se van difuminado y superponiendo a través de diversos procesos relacionados con la migración internacional, la globalización y un incipiente sistema internacional de derechos. Este libro aborda uno de dichos procesos: las crecientes prácticas de nacionalidad o ciudadanía múltiple2 desde la perspectiva de la migración. Este fenómeno altera dicho trinomio al producir poblaciones que “pertenecen” legalmente a varios de ellos. 

			Los grandes flujos de migración internacional observados en las últimas décadas ciertamente no son nuevos, e históricamente han alterado dicho trinomio fundacional del Estado-nación. En la era de las grandes emigraciones europeas de finales del siglo xix y principios del xx, la solución dada a esta anomalía fue la naturalización de los migrantes permanentes en el país de destino y la renuncia a su nacionalidad de origen (Cook-Martín, capítulo V de este volumen). En el caso de matrimonios entre personas de distinta nacionalidad, la solución era obligar a la mujer a adoptar la nacionalidad del marido y renunciar a la propia, para asegurar la mono-nacionalidad de la familia y su descendencia patrilineal, al igual que todavía ocurre en muchos países con el apellido. 

			Durante siglo y medio, numerosos acuerdos y convenciones internacionales perseguían los casos de nacionalidad múltiple, ya que eran considerados tan proscritos como la misma poligamia. Por ejemplo, la “Convención para reducir los casos de nacionalidad múltiple” del Consejo de Europa de 1963 pretendía tratar de evitar a toda costa rupturas en dicha relación unívoca entre las personas y los Estados. Se consideraba como una aberración que se saltaba las leyes naturales de fidelidad y lealtad de una persona a “su nación”; ¿por qué país iba a luchar en una guerra un ciudadano con doble nacionalidad?, ¿a qué país pertenecerían sus hijas e hijos?, ¿qué intereses económicos y políticos iba a defender?

			La realidad hoy en día es muy distinta, y ha cambiado en muy pocos años, un fenómeno que Harpaz (conclusión de este volumen) llama “la revolución de la doble ciudadanía”. Desde 1990, con el final de la Guerra Fría y el comienzo de la era de las migraciones globales (Castles y Miller, 2003), el número de personas con ciudadanía múltiple se ha incrementado muy rápidamente en todo el mundo (Blatter, 2011). Esta tendencia ha estado facilitada por reformas legales en aproximadamente la mitad de los países del mundo que hoy posibilitan o toleran la ciudadanía múltiple, bien desde el punto de vista de la emigración o bien de la inmigración (Escobar, capítulo VI de este volumen; Harpaz, conclusión de este volumen; Blatter, Erdmann, y Schwanke, 2009). Los Estados facilitan o cierran el acceso a la ciudadanía múltiple a través de tres vías generales: el derecho de la sangre o la ancestría (ius sanguinis) el derecho de suelo por nacimiento (ius soli) y la naturalización por residencia o inversión económica.

			Los principales factores que han contribuido a la expansión de la ciudadanía múltiple (Faist y Kivisto, 2007) son los siguientes: los grandes flujos migratorios y su creciente circularidad, el incremento de las tasas de naturalización sin necesidad de renunciar a la nacionalidad de origen, el uso de las disposiciones ius sanguinis para recuperar la ciudadanía de ancestros o vecinos “co-étnicos”, el creciente número de descendientes de parejas mixtas internacionales, la expansión del derecho a la ciudadanía por nacimiento en el suelo (ius soli), la equidad de género en la transmisión de la ciudadanía, la descolonización, el final de la Guerra Fría, la ausencia de conflictos violentos entre la mayoría de las naciones, la desaparición del servicio militar obligatorio, un cambio en las percepciones sobre los emigrantes “de traidores a héroes”, la ampliación del régimen internacional de derechos humanos, y el auge de la ética individual neoliberal. Pese a la importancia del fenómeno, ningún país del mundo sabe con certeza cuántos de sus ciudadanos lo son también de otros países.

			En este libro proponemos que el auge de la ciudadanía múltiple debe ser visto como un proceso que se opone a —e incluso surge como consecuencia de— el incremento de políticas restrictivas hacia a los inmigrantes “no deseados” en el mundo desarrollado durante las últimas dos décadas. Así, mientras “el otro” queda excluido, los Estados generan o refuerzan mecanismos de inclusión en el “nosotros”, a través de disposiciones en las políticas de nacionalidad que se exponen en los siguientes capítulos. Este doble juego de inclusión y exclusión, o de des-etnización y re-etnización de la ciudadanía (Joppke, 2003), se articula a través de la institución de la ciudadanía como herramienta de “cercamiento social” que pretende preservar la estabilidad social y la exclusividad al interior de una nación (Walzer, 1983). 

			Por lo tanto, en este libro argumentamos que la política de nacionalidad se ha convertido claramente en una herramienta de política migratoria poco estudiada en las ciencias sociales desde las prácticas concretas de los migrantes y ciudadanos múltiples. En particular, proponemos que, como respuesta a las cada vez más restrictivas políticas migratorias de los países más desarrollados, un creciente colectivo de ciudadanos múltiples está desarrollando nuevas prácticas de movilidad y vinculación con varios Estados sin necesariamente implicar la residencia permanente o asentamiento definitivo. Es obvio que, mediante el uso de varios pasaportes, estos “ciudadanos múltiples” tienen acceso a migración fluida, turismo y negocios sin visado, así como a educación y servicios públicos en varios países, o a la salida del país en momentos de crisis. Estas oportunidades permanecen cerradas, o son de muy difícil acceso, para las personas que sólo cuentan con una nacionalidad. Por eso Bauböck (2010) ha llamado a la adquisición de la ciudadanía “el derecho permanente de retorno”, el mejor estatus migratorio que se puede conseguir, porque además de permanente es heredable a los descendientes y otorga nuevos derechos en todo el mundo, a diferencia de un permiso de residencia permanente que es individual, se puede perder y generalmente sólo otorga derechos en el país de residencia.

			Uno de los principales derechos más anhelados de la ciudadanía múltiple es un incremento en las opciones de movilidad global. Como Zygmunt Bauman argumenta, “en el mundo contemporáneo la movilidad se ha constituido en uno de los factores de estratificación [social] más poderosos y codiciados” (Bauman, 1998: 9); mientras las élites globales con cierto “capital-red” (Elliott y Urry, 2010) tienen la habilidad de cruzar fronteras según su voluntad, se espera que los pobres se queden en casa, denegada su oportunidad de prosperar, a través de mecanismos de exclusión migratoria que ocultan nuevas formas de “racismo transnacional” (Castles, 2005). Dicho racismo opera abiertamente, por ejemplo, en las leyes de transmisión intergeneracional de la ciudadanía en Europa, de las cuales, como veremos en este libro (capítulos III, IV y V), se benefician algunos ciudadanos con ancestros europeos recientes, una suerte de capital étnico heredado (Mateos y Durand, 2012). Mientras tanto, para otras personas sin ancestros europeos, la única opción de acceder a la ciudadanía múltiple es capitalizar un tiempo de residencia legal en Europa para obtener la naturalización, y así construir nuevas formas de capital familiar. Todas estas formas de capital inherentes a la ciudadanía múltiple pueden facilitar la movilidad geográfica y con ella transformarse en otras formas de capital (humano, financiero, social). La adquisición de la ciudadanía múltiple puede verse así como un proceso de acumulación de capital para suplir deficiencias de la ciudadanía “de origen”.

			No obstante, pese a formar ya parte incuestionable de la realidad contemporánea, dichas prácticas de ciudadanía plurinacional, flexible y pragmática, están muy poco estudiadas desde una perspectiva comparada más allá de una lógica binacional. Es decir, la literatura académica y las políticas públicas sobre migración y ciudadanía tienden a ser de carácter muy normativo, concebidas “de arriba a abajo”, desde las leyes de nacionalidad de cada nación y justificadas de manera aislada “país por país”, o como mucho en pares de países origen-destino pero asumiendo movimientos migratorios unidireccionales y permanentes. Sin embargo, se desconoce en gran medida cómo los individuos y familias se apropian en la práctica de la ciudadanía múltiple (Bloemraad, Korteweg y Yurdakul, 2008), y construyen trayectorias de movilidad y de ciudadanía dentro de un marco de estrategias de adaptación y supervivencia (capítulos II, III, IV y V de este volumen). Así, la premisa fundamental de partida de este libro es la constatación de que, por la vía de los hechos, un creciente colectivo de personas está adoptando nuevas prácticas de ciudadanía múltiple y pragmática asociadas a nuevos patrones de movilidad e identidad intergeneracional. Éstas, pronto cambiarán la concepción de la pertenencia al Estado-nación como una “comunidad ancestral con un destino común” (Zolberg, 1999), para modificar radicalmente el significado del concepto de ciudadanía en el sentido de nacionalidad.

			Por todo ello, este libro parte de la necesidad —ya apuntada por autores como Bloemraad, Korteweg y Yurdakul (2008)— de analizar dichas prácticas de ciudadanía múltiple y pragmática asociadas a nuevos patrones de movilidad, de manera rigurosa y en distintos escenarios geográficos del mundo para esclarecer sus motivaciones, oportunidades y retos planteados para las políticas en esta área. Dentro de esta óptica, este libro se propone comenzar a solventar ciertas carencias de conocimiento de dichas prácticas para el caso del creciente colectivo de ciudadanos múltiples latinoamericanos, un área del mundo muy poco estudiada en investigaciones sobre ciudadanía múltiple y migración. 

			América Latina fue uno de los subcontinentes de destino más importantes para los emigrantes europeos en los siglos xix y xx, el número de emigrantes entre 1800 y 1930 se estima en 12 millones (Baily y Miguez, 2003). Por otro lado, hoy en día los latinoamericanos constituyen uno de los mayores colectivos de migrantes a escala global, principalmente en Estados Unidos pero con una importancia creciente en la Unión Europea (Eurostat, 2014; ocde, 2014). Además, en años recientes se ha observado una clara tendencia de los Estados latinoamericanos a reconocer la doble nacionalidad como una estrategia para mantener vínculos activos con su diáspora (C. Escobar, capítulo VI de este volumen), lo cual ha generado un rápido aumento de la ciudadanía múltiple entre migrantes latinoamericanos, y auspiciado importantes cuestionamientos acerca de la soberanía nacional (Calderón Chelius, 2003).

			Uno de los principales factores del reciente y renovado interés en la transmisión intergeneracional de la ciudadanía en América Latina ha sido el actual incremento de la renta per cápita de los países de emigración histórica (España, Italia y Portugal) y el deterioro o estancamiento económico en los países de inmigración histórica en América Latina. Es decir, de alguna manera al revertirse los papeles que jugaron estas regiones históricamente, se generó un fuerte incentivo para que los descendientes de emigrantes europeos intenten recuperar un pasaporte de la Unión Europea a través de sus ancestros, como una “estrategia de salida” en tiempos de crisis económica. Finalmente, si bien estos flujos migratorios se han vuelto a revertir parcialmente a raíz de la crisis económica desatada desde 2008, para muchos migrantes la posesión de una ciudadanía de un país desarrollado es un objetivo clave a asegurar antes del retorno, capitalizando la experiencia migratoria en un activo que podrá ser transmitido intergeneracionalmente y facilitará futuras migraciones o movimientos a escala global. 

			El caso de los latinoamericanos con ciudadanía múltiple está conformado por una compleja geografía de prácticas de cambio de estatus legal y de movilidad que entrelazan países e historias migratorias moduladas por la residencia, la ancestría, la etnicidad y las trayectorias migratorias flexibles. En este libro estudiamos los dos principales colectivos: “euro-latinoamericanos” y “latinoamericano-estadounidenses”, cuyas prácticas rehúyen ser sometidas a una visión simplista binacional y unidireccional de la relación entre ciudadanía y migración. 

			Consideramos que la perspectiva de la ciudadanía múltiple de latinoamericanos hacia Europa apenas ha sido estudiada fuera del Cono Sur del subcontinente o la naturalización en destino, mientras que la mayoría de los estudios en el continente se centran en cuestiones de naturalización en Estados Unidos, y visiones nacionales hacia su diáspora de emigrantes, como las leyes de no-pérdida de la nacionalidad y el voto en el extranjero. Hasta donde hemos podido indagar, no existen estudios que abarquen el fenómeno de la ciudadanía múltiple y la migración uniendo las literaturas norteamericana, europea y latinoamericana. Sin embargo, a un nivel empírico encontramos que los latinoamericanos con ciudadanía múltiple entre estas regiones sí tienen muy claro cómo vinculan sus vidas y pasaportes entre varias naciones e incluso continentes. Por todo ello, con este libro pretendemos comenzar a hacer aportaciones teóricas y empíricas acerca de las características y significados de la ciudadanía múltiple de estos dos colectivos de latinoamericanos.

			Entre las preguntas de investigación que articulan el conjunto de problemas abordados en este libro se encuentran las siguientes: ¿Qué dife­rencias existen entre las prácticas de ciudadanía múltiple por parte de latinoamericanos en Europa y en Estados Unidos?, ¿y entre naciones latinoamericanas?; ¿qué factores influyen en las diversas actitudes de cada país ante la ciudadanía múltiple y los derechos de sus ciudadanos en el exterior?; ¿cómo están cambiando las prácticas de ciudadanía múltiple el concepto de la ciudadanía y del Estado-nación en las tres regiones de estudio?; ¿qué tipos de discriminación generan las políticas preferenciales hacia “nuevos ciudadanos”?, ¿en qué países y hacia qué colectivos?; ¿qué efecto tiene la ciudadanía múltiple en la integración social de inmigrantes?; ¿qué nuevas prácticas de movilidad y vida transnacional posibilita la ciudadanía múltiple?; ¿qué retos teóricos y metodológicos plantea el estudio de la ciudadanía múltiple desde el punto de vista del estudio de la migración en las ciencias sociales?

			El establecimiento de un diálogo fructífero en idioma español entre académicos de múltiples disciplinas (ciencias sociales y políticas, estudios legales y humanidades), y entre diversos países de Europa y América es por tanto urgente y necesario para comenzar a resolver éstas y otras preguntas de investigación en torno a este nuevo y creciente fenómeno. Este libro representa un primer esfuerzo en esta dirección con la colaboración de diez autores expertos en ciudadanía múltiple y migración, con fuertes vínculos con varios países de América (Argentina, Colombia, Cuba, Ecuador, Estados Unidos, México, Venezuela, Perú y República Dominicana), Europa (España, Italia, Reino Unido, Alemania, Hungría, Rumania y Serbia) y Oriente Cercano (Israel), así como desde diversas perspectivas académi­cas (sociología, antropología, ciencias políticas, historia y geografía). A través de este libro se pretende acercar posturas entre dichas disciplinas y algunos países, así como documentar una serie de casos emblemáticos de las mencionadas prácticas y trayectorias de ciudadanía múltiple y migración de latinoamericanos observadas en diversos países de América y Europa que superan las carencias arriba mencionadas. Mediante este esfuerzo, el libro comienza a resolver algunas de las preguntas de investigación planteadas y conjuntamente perfila las bases para una agenda de investigación futura que permita el estudio comparativo de dichas prácti­cas en varias regiones del mundo. A la luz de los hallazgos empíricos y teóricos que aquí se exponen, y de manera explícita en la conclusión de cada capítulo y en el detallado capítulo de conclusión, se ofrecen las claves para esbozar dicha agenda de investigación.

			El libro se divide en tres partes que organizan sus ocho capítulos centrales, además de una conclusión extensa que los integra. La primera parte, “Debates sobre ciudadanía y migración”, recopila los principales debates teóricos sobre ciudadanía y migración a ambos lados del Atlántico, especialmente Estados Unidos, México y Europa, con el fin de contextualizar la obra dentro de la literatura reciente sobre ciudadanía y migración, en particular ciudadanía múltiple y migración. La segunda parte, “Ciudadanos euro-latinoamericanos”, analiza el emergente colectivo de latinoamericanos con ciudadanía europea, particularmente de España, Italia y Reino Unido, comparando trayectorias y países a ambos lados del Atlántico y proponiendo tipologías de “euro-latinoamericanos”. La tercera parte, “La ciudadanía múltiple en América Latina y Estados Unidos”, se enfoca en la ciudadanía múltiple entre estas dos regiones de América, en ella se revisa las experiencias de los principales países y se presta especial atención al caso de la ciudadanía México-Estados Unidos, el mayor colectivo potencialmente binacional del mundo. Finalmente, el ca­pítulo de conclusión aborda con profundidad una serie de temáticas comunes que emergen de los capítulos individuales, para vincularlos entre sí y apuntar los retos metodológicos y cuestiones clave para la conformación de una futura agenda de investigación en el tema de la ciudadanía múltiple y la migración, con implicaciones a escala mundial.

			La primera parte, “Debates sobre ciudadanía y migración”, se abre con una reflexión teórica de Thomas Faist titulada “Migración y teorías de la ciudadanía”. En este primer capítulo se ofrece una visión general acerca de los debates y teorías contemporáneas sobre ciudadanía y migración en el mundo. Faist aborda cómo las políticas de integración de la población inmigrante, así como la extensión hacia los emigrantes, están modificando la institución de la ciudadanía en el mundo y creando tensiones entre tendencias contrarias de disgregación y repliegue de la nación. En particular, ahonda en dos nuevas formas de la ciudadanía: la ciudadanía “anidada” de la Unión Europea y la ciudadanía múltiple, dos ejes fundamentales que sirven de soporte teórico a varios de los capítulos del libro.

			En el capítulo II, “Ciudadanía a la carta: La emigración y el fortalecimiento del Estado soberano”, David FitzGerald propone el concepto de la “ciudadanía a la carta”. El autor sostiene que, lejos de menoscabar la soberanía de los Estados-nación, en un mundo descrito por algunos como “posnacional”, los esfuerzos de los países de origen para incluir institucionalmente a sus ciudadanos emigrantes y grupos étnicos afines que residen en el extranjero, representan la solidez del sistema de Estados-nación basado en el principio westfaliano de la soberanía territorial. Y con ello ofrecen un “menú de opciones” de ciudadanía “a la carta”, que pone el énfasis en los derechos sobre las obligaciones, con intrigantes consecuencias para el futuro del Estado entendido como una comunidad de solidaridad nacional. Muchas de las implicaciones de dicha disimetría entre derechos y obligaciones en las prácticas de ciudadanía múltiple emergen en el resto de los capítulos del libro, por lo tanto el capítulo II aporta un buen contexto teórico con el cual interpretar dichas asimetrías en el resto del libro.

			La segunda parte, “Ciudadanos euro-latinoamericanos”, inicia con el capítulo III, “Ciudadanía múltiple y extraterritorial: Tipologías de movilidad y ancestría de euro-latinoamericanos”, de Pablo Mateos. Este trabajo propone el término “multizens” para denominar al colectivo de ciudadanos múltiples, centrándose en el caso de la Unión Europea. Se propone una tipología de trayectorias hacia la ciudadanía múltiple europea en un marco global de escenarios alternativos de movilidad, naturalización y ancestría. Estas trayectorias se presentan junto con la escasa evidencia estadística disponible y se ilustran con ejemplos cualitativos del colectivo euro-latinoamericano en España, Reino Unido y los países de origen (principalmente Argentina, Bolivia, Colombia, Cuba, Ecuador, México y República Dominicana). Se trata por lo tanto de un primer intento de delinear el volumen, las trayectorias legales y las geografías de movilidad de los diferentes perfiles de multizens euro-latinoamericanos. El capítulo III sirve además para enmarcar los dos casos representativos de dichas trayectorias de euro-latinoamericanos que se abordan con profundidad en los dos siguientes capítulos. 

			El capítulo IV, “Ciudadanos españoles producto de la Ley de la Memoria Histórica: motivos y movilidades”, de Antonio Izquierdo y Luca Chao aborda el caso de los “nuevos españoles” que se acogieron a la denominada Ley de la Memoria Histórica entre 2008 y 2011. La mayoría de este colectivo de medio millón de ciudadanos múltiples procede de países latinoamericanos, principalmente Cuba, México y Argentina. El capítulo ahonda en la justificación política y social de dicha ley en un contexto expansionista de derechos y boom económico, pero con ciertos tintes re-etnizadores (Joppke, 2003). Finaliza con el esbozo de una serie de perfiles demográficos, identitarios y de movilidad de ciudadanos múltiples que emergen por las características de dicha ley y la historia reciente de la emigración española en el siglo xx.

			El capítulo V, “El pasaporte del abuelo: Orígenes, significado y problemática de la ciudadanía múltiple”, de David Cook-Martín, aborda cómo la competencia entre tres países —Argentina, España e Italia— por un mismo grupo de migrantes, desde finales del siglo xix y a lo largo del siglo xx, ha resultado en políticas que, ya sea en la ley formal o en la práctica, hoy en día permiten la ciudadanía múltiple. Desde la óptica de la etnografía, analiza el caso de argentinos que tienen o buscan una nacionalidad ancestral europea, cuestionando los análisis que dan por sentado la validez normativa de las perspectivas estatales y unilaterales de la ciudadanía. Con ello propone un replanteamiento de las maneras de entender los referentes y niveles políticos de la ciudadanía europea en un contexto transnacional e inter-generacional.

			La tercera parte, “La ciudadanía múltiple en América Latina y Estados Unidos”, abre con el capítulo VI, “Derechos extraterritoriales y doble ciudadanía en América Latina”, de Cristina Escobar, en el cual se presenta una exhaustiva revisión sobre la tendencia hacia la permisividad de la doble ciudadanía en toda Latinoamérica en los últimos 25 años, centrándose en la relación con la migración de la región hacia Estados Unidos. Analiza comparativamente la legislación en materia de nacionalidad de 16 países latinoamericanos (leyes de no-pérdida de nacionalidad), en paralelo con la ampliación de los derechos políticos para sus migrantes en el exterior. Concluye que, de estar prohibida en 1994, actualmente todos los países analizados permiten algún tipo de ciudadanía múltiple. Establece una clasificación de países según sus modos de acceso a la ciudadanía múltiple, determinados por las características de la migración en cada país, la especificidad de sus sistemas políticos y electorales, la relación histórica entre el Estado y sus ciudadanos y las presiones de Estados Unidos hacia los inmigrantes no-nacionales y el incentivo de la naturalización. El capítulo VI aporta por lo tanto un excelente marco normativo que, al comparar los casos latinoamericanos, permite entender los siguientes capítulos VII y VIII y con el que se puede comparar el caso euro-latinoamericano abordado en la segunda parte.

			El capítulo VII, “Migración y ciudadanía. El caso norteamericano”, de Jorge Durand, presenta una revisión histórica acerca de cómo se ha ido moldeando el concepto de ciudadanía en Estados Unidos a través de la migración, esclavitud, grupos indígenas y definición tardía de fronteras con Canadá y México en el contexto geopolítico de Norteamérica y el Caribe. Durand demuestra cómo el concepto de ciudadanía ha tenido que adaptarse y ajustarse a la migración, la etnicidad y el movimiento de fronteras de maneras dinámicas y poco conocidas. A partir de este contexto histórico, analiza tendencias contemporáneas en la relación entre ciudadanía, etnia y territorio, como la restricción del derecho por nacimiento en el territorio (ius soli) propuesto en Estados Unidos, y aprobado en República Dominicana y en varios países europeos. Así, el capítulo VII aclara el desarrollo histórico de una serie de conceptos clave asociados a la noción de la ciudadanía y nos ayuda a interpretar ciertas tendencias actuales propias de la ciudada­nía múltiple y de la migración con una mayor profundidad temporal.

			El capítulo VIII, “Migración de retorno y ciudadanía múltiple en México”, de Agustín Escobar, aborda el caso de los ciudadanos mexicano-estadounidenses. Frente al consenso de las ventajas de la ciudadanía múltiple con respecto a la ampliación de los derechos y capacidades para manejar distintos ámbitos normativos y territorios, Agustín Escobar se centra en una perspectiva apenas estudiada: las restricciones y dificultades que dicho colectivo ha sufrido en ambos lados de la frontera, en especial a la hora de hacer valer sus derechos como nacionales cuando retornan a México. Este capítulo, en consecuencia, presenta un contrapunto al valor positivo de la ciudadanía múltiple y las estrategias para conseguirla, que predomina en el resto del libro, al ser el único que se centra en su utilización pragmática en el país de origen, o el país de los padres, de los ciudadanos múltiples. Con ello delata que la ciudadanía múltiple o dual no es simétrica, ni produce necesariamente un acceso automático a los derechos para los que estos ciudadanos son elegibles. Por el contrario, median diversos obstáculos administrativos que son clave para entender la carencia de derechos y que convierten a algunos ciudadanos múltiples en apátridas de facto.

			El libro cierra con un extenso capítulo de conclusión titulado “La doble nacionalidad como herramienta geopolítica, régimen de movilidad y forma de capital”, de Yossi Harpaz. En él, el autor compara con destreza las implicaciones de las principales tendencias teóricas y empíricas acerca de la ciudadanía múltiple abordadas en los distintos capítulos. En esta síntesis confronta los casos de “euro-latinoamericanos” con los de los “latinoamericano-estadounidenses”, en particular con los “mexicano-estadounidenses”, contrastándolos con otras zonas del mundo que Harpaz ha estudiado (Israel y Europa del Este). Así, logra establecer una densa trama de vínculos muy relevantes entre capítulos, teorías, países y modalidades de ciudadanía múltiple, que no adelantamos aquí para que el lector pueda disfrutar el final del libro. Harpaz concluye planteando una serie de preguntas que permanecen sin respuesta, y con ello esboza una agenda futura de investigación para conocer cómo opera la ciudadanía múltiple en el mundo —utilizando las palabras del propio autor— como “herramienta geopolítica estatal, régimen internacional de movilidad y forma de capital personal”.

			A través de los conceptos, tendencias, patrones, contradicciones, consecuencias y vínculos entre los trabajos establecidos en los ocho capítulos centrales del libro más la conclusión, emerge claramente un cuerpo de conocimiento que permitirá a futuros investigadores monitorear la evo­lución de este creciente fenómeno de la ciudadanía múltiple. Esperamos, por lo tanto, haber abierto un nuevo campo de investigación multidisciplinar en ciencias sociales y humanidades en idioma español que entrelace perspectivas desde Europa, Norteamérica y Latinoamérica e incluya planteamientos que partan desde las experiencias de los ciudadanos múltiples del sur global.

			Tome el lector los hallazgos y contradicciones planteados por este libro, así como las nuevas preguntas que emanan de sus capítulos, como un punto de partida, y no de destino, en un fascinante viaje en el que lo invitamos a elaborar sus propias interpretaciones. Sin lugar a dudas, en las próximas décadas las prácticas de ciudadanía múltiple irán cambiando el sistema de Estados-nación que conocimos en el siglo xx, para revelar las contradicciones de un orden excluyente y de instintos “primarios” enraizados en las nociones tribales de “sangre y territorio”, o etnia y fronteras. De las tensiones que emerjan entre una concepción cosmopolita, superpuesta, acumulativa e inclusiva de la ciudadanía, y otras más exclusivas, étnicas, locales e individuales, emanará un nuevo orden mundial que sustituirá a la actual manera en la que “etiquetamos” a los habitantes del planeta Tierra con pasaportes nacionales, y con ello determinamos sus opciones en la vida (Shachar, 2009). Esperamos que las identidades traslapadas que aporta la ciudadanía múltiple hagan que dicho nuevo orden mundial sea más justo y universal que el que actualmente tenemos y, como describe Faist (capítulo I de este volumen) fomenten la voluntad de redistribuir bienes entre “otros” anónimos a través de formas de reciprocidad desinteresada o solidaridad difusa.
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					 Aunque el concepto de ciudadanía es más amplio que el de nacionalidad, en la literatura anglosajona ambos términos se utilizan con frecuencia de manera intercambiable (vg. Bauböck, 2006)), denotando “membresía formal” de un Estado-nación. A no ser que se indique lo contrario, en este libro se utilizarán también de manera intercambiable y con esta acepción.

				

				 

				
					2 Por “ciudadanía múltiple” o “nacionalidad múltiple” en este libro entendemos la posesión de más de una nacionalidad por parte de un mismo individuo. Dichos términos incluyen el concepto de “doble ciudadanía” o “doble nacionalidad”, que algunos autores de este libro utilizan en referencia a la situación clásica más común de posesión de dos nacionalidades, aunque el número de personas con tres o más nacionalidades está creciendo rápidamente.
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			I. Migración y teorías de la ciudadanía*

			 

			Thomas Faist**

			 

		


		
			En décadas recientes, la ciudadanía ha llegado a ocupar un lugar central en las ciencias sociales. Se ha vuelto un punto focal para un amplio abanico de discusiones sobre los rumbos de la democracia en una sociedad cada vez más transnacional; sobre el futuro de los Estados de bienestar y la integración en la sociedad tanto de los migrantes recién llegados como de ésta en su totalidad. La movilidad de las personas a través de las fronteras de los Estados nacionales y sus consecuencias están imbricadas en marcos más amplios de transacciones transfronterizas de bienes, servicios, capital, ideas y esfuerzos incipientes por lograr la gobernanza transnacional, que se han convertido en tópicos estratégicos de investigación para las fronteras políticas cambiantes.

			En particular, la migración es un fenómeno que de modo especial cuestiona la ciudadanía, ya que la movilidad transfronteriza plantea preguntas acerca de la inclusión y exclusión en términos de ciudadanía, así como sobre el significado amplio de la pertenencia parcial y total en comunidades políticas. De hecho, muchos o incluso la mayoría de los migrantes internacionales no son —por lo menos al principio— ciudadanos del país al que migran. El proceso de adquirir la ciudadanía no sólo es largo y muchas veces arduo, sino que los debates públicos y los conflictos políticos en torno a la ciudadanía de los inmigrantes son indicativos de tendencias más amplias en torno a la ciudadanía. De hecho, tanto la ciudadanía como la migración son consideradas características importantes de nuestro tiempo. Existe la creencia generalizada de que estamos viviendo en lo que el sociólogo y ex presidente brasileño, Fernando Henrique Cardoso ha denominado “una época de ciudadanía” (véase Kivisto y Faist, 2007), y lo que el sociólogo Stephen Castles y el politólogo Mark Miller (2003) han nombrado la “era de la migración”. Sin embargo, teóricos sociales y políticos empiezan a divergir cuando se trata de: 1) especificar de qué maneras la ciudadanía es considerada importante para la integración de los inmigrantes; 2) establecer las implicaciones de la migración para la ciudadanía y para los propios migrantes; 3) identificar los factores y cambios que se piensa están transformando —para bien o para mal— el significado y carácter de la ciudadanía en una era migratoria. 

			El análisis que sigue ofrece un resumen de las teorías de ciudadanía, utilizando como foco la migración y la incorporación de los “recién llegados” para discutir algunos aspectos destacados de la membresía, que son también relevantes para cualquier tratamiento general de la ciudadanía. 

			La proliferación en la literatura de adjetivos que buscan describir las características peculiares de la ciudadanía hoy en día subraya el esfuerzo por captar aquello que se considera novedoso de la situación actual. Así, encontramos abordajes de la ciudadanía mundial (Heater, 2002), ciudadanía global (Falk, 1994), ciudadanía universal (Young, 1989), ciu­dadanía cosmopolita (Linklater, 1999), ciudadanía múltiple (Held, 1995), ciudadanía posnacional (Soysal, 1994), ciudadanía transnacional (Bauböck, 2003), ciudadanía anidada (nested citizenship) (Faist, 2001), ciudadanía multinivel (multi-layered citizenship) (Yuval-Davis, 2000), ciudadanía multicultural (Kymlicka, 1995), ‘ciberciudadanía’ (Tambi­ni, 1997), ciudadanía ambiental (Jelin, 2000), ciudadanía feminista (Lis­ter, 1997), ciudadanía de género (gendered citizenship) (Seidman, 1999), ciudadanía flexible (Ong, 1999), ciudadanía íntima (Plummer, 2003) y ciudadanía protectora (Gilbertson y Singer, 2003). Algunos de los términos se han adoptado explícitamente para captar el nexo entre migración y ciudadanía, tales como la ciudadanía dual, posnacional y flexible, mientras que otros se refieren a concepciones más amplias, como la ciudadanía global, ambiental y feminista. Todas estas formas de ciudadanía ponen en tela de juicio dos suposiciones centrales de la teoría clásica de la ciudadanía: primero, la congruencia entre el territorio de un Estado, un pueblo (nación) y la autoridad estatal (un referente clásico es Jellinek, 1964; véase la adaptación de Sassen, 2006, para distinguir entre territorio, autoridad y de­rechos) y, segundo, la homogeneidad de la población, principalmente en torno a características como clase y nación. Con relación a esta última, se debe extender la ingeniosa formulación de T.H. Marshall (1964) con respecto a la ciudadanía social como un acuerdo histórico de clase en torno a los resultados del mercado, con base en los principios de contrato y solidaridad, en un colectivo denominado nación. Lo más importante, con relación a la suposición de una relativa homogeneidad, es que las nuevas formas de ciudadanía, ya mencionadas, son una señal del mayor énfasis puesto por los teóricos de la ciudadanía en la heterogeneidad y la creciente diversidad entre las personas. Esto es, características heterogéneas como el género, la religión, la edad y otras, que se han vuelto más relevantes social y políticamente.

			En el gran y creciente corpus de trabajos académicos sobre la ciudadanía, principalmente desde las disciplinas interrelacionadas de la sociología, ciencia política, filosofía y estudios culturales, podemos distinguir dos discursos principales sobre el tema. El primero está interesado en la expansión de la ciudadanía y, el segundo, en su erosión, en los marcos de los Estados nacionales. Sin embargo, estos discursos han prestado menor atención a la doble extensión de la ciudadanía, tanto transnacional como global. Comparativamente, también se ha dedicado menor esfuerzo a la reformulación de la ciudadanía a la luz de procesos transfronterizos que tienen un impacto en lo que podemos considerar la ciudadanía local y a los cambios en los recursos socio-morales que subyacen a la ciudadanía, esto es, la reciprocidad y la solidaridad, y en el concepto de ciudadanía cívica. 

			Finalmente, en todas sus formas, excepto en la global, la ciudadanía funge como una suerte de “cierre social” hacia todos aquellos que no per­tenecen a la entidad política predefinida. Lo que está en juego no es simplemente el surgimiento de nuevas formas de ciudadanía, tales como la ciudadanía transnacional o la ciudadanía global, sino la globalización interna de las formas existentes de ciudadanía y la consecuente transformación de la ciudadanía nacional; por lo tanto, es necesario explorar los límites del concepto de ciudadanía como medio de inclusión política y social. 

			 

			Hacia una definición de ciudadanía

			 

			Antes de demostrar cómo la migración presenta un reto para la ciudadanía, es necesaria una discusión más general del término. La ciudadanía es un concepto disputado y normativo (Walzer, 1989); hoy en día se refiere generalmente a la pertenencia plena a un Estado nacional. No existen definiciones ampliamente aceptadas del término. Según la tradición aristotélica, la ciudadanía constituye una expresión de la plena pertenencia de las personas a una comunidad política, con la meta final de la libertad política igualitaria, sin importar si los ciudadanos son gobernantes o gobernados (Aristóteles, 1962: III.1274b32-1275b21). En general, se puede distinguir de manera útil entre un concepto legal —la ciudadanía legal o “naciona­lidad” (por ejemplo, nationality, nationalité, Staatsangehörigkeit) — y un concepto político de la ciudadanía.

			La ciudadanía como concepto legal significa la membresía plena a un Estado y el correspondiente vínculo con la ley estatal y el sometimiento al poder del Estado. La función interestatal de la nacionalidad es definir a un pueblo dentro de un territorio claramente delimitado y proteger a los ciudadanos de un Estado contra las amenazas del mundo externo, a veces hostil. La función intraestatal de la nacionalidad es definir los derechos y deberes de sus ciudadanos. De acuerdo con el principio de domaine réservé —ámbito reservado o competencia exclusiva— cada Estado decide los criterios requeridos para acceder a la ciudadanía, dentro de los límites de la autodeterminación. Una condición general de la pertenencia es que los nacionales tengan algún tipo de vínculo cercano con el Estado en cuestión, un “vínculo genuino” (Faist, 2007).

			En cambio, la ciudadanía vista como un debatido concepto político tiene que ver con la relación entre el Estado y la democracia: “Sin un Estado, no puede haber ciudadanía; sin ciudadanía, no puede haber democracia” (Linz y Stepan, 1996: 28).1 En esencia, la ciudadanía se basa en la autodeterminación colectiva, esto es, en la democracia, y se compone esencialmente de tres dimensiones mutuamente condicionadas: primero, el estatus de igualdad y libertad política y la autodeterminación democrática, legalmente garantizados; segundo, iguales derechos y obligaciones para todos los miembros de pleno derecho y, tercero, la afiliación a una comunidad política.

			 

			1.	Democracia: se relaciona con el principio de legitimación política en el establecimiento y aceptación de reglas. En esta primera y básica dimensión, la ciudadanía consiste en prácticas, esto es, las maneras como se dan las relaciones entre los ciudadanos y la comunidad política como un todo a lo largo del tiempo y, más específicamente, cómo los ciudadanos negocian y dan forma a su ciudadanía. Así, la ciudadanía significa, sobre todo, el principio de la unidad tanto de los que gobiernan como de los gobernados (Rousseau, 1966: 76), cualesquiera que sean los procedimientos democráticos que cada Estado adopte en detalle. Idealmente, los ciudadanos dotados de libertad política obedecen las leyes en cuya creación han participado y cuya validez confirman. Sin procedimientos democráticos que guíen la autodeterminación política de los ciudadanos, la ciudadanía significaría poco más que un conjunto de miembros de comunidades políticas sujetas a un soberano.

			2.	Derechos y deberes: la ciudadanía se basa en el principio del Estado de derecho que garantiza el derecho a la ciudadanía y a los derechos asociados con ésta, así como en la responsabilidad del Estado de establecer políticas públicas que otorguen un mínimo de bienestar. En general, los derechos de los ciudadanos caen en varios ámbitos: derechos civiles o restrictivos de la libertad, como el derecho a un juicio justo; derechos a la participación política tales como los derechos a votar y a asociarse, y derechos sociales; este último tipo incluye el derecho a prestaciones sociales en el caso de enfermedad, desempleo, vejez, y el derecho a la educación (Marshall, 1964). A los derechos de los ciudadanos corresponden deberes, como el deber de servir en las fuerzas armadas para proteger la soberanía del Estado en contra de amenazas externas; mientras que a nivel interno están deberes como los de pagar impuestos, reconocer los derechos y las libertades de otros ciudadanos y aceptar las decisiones democráticamente adoptadas por las mayorías.

			3.	Afiliación colectiva: la ciudadanía implica la afiliación a una comunidad política, frecuentemente entendida como la “nación” en los siglos xix y xx. La ciudadanía descansa en la afinidad de los ciudadanos con ciertas comunidades políticas, en la identificación parcial con, y por lo tanto una lealtad hacia, un colectivo que se gobierna a sí mismo (véase Weber, 1980: 242-244). Tales colectivos afirman establecer un equilibro entre, por una parte, los intereses individuales y los comunes y, por la otra, los derechos y responsabilidades dentro de una comunidad política. La afiliación a un colectivo, ya sea una nación u otra entidad, expresada como un conjunto de vínculos sociales y simbólicos relativamente continuos de ciudadanos de otra manera anónimos unos hacia otros, está ligada a la dimensión de estatus de la ciudadanía ya que, a semejanza de un contrato social, existen obligaciones recíprocas de los miembros en una comunidad política.

			

			Las tres dimensiones están intrincadamente conectadas. Existe una codificación doble de la ciudadanía (véase Habermas, 1998): el acceso al estatus legalmente garantizado y los derechos en una democracia (primera y segunda dimensiones), que generalmente implican pertenecer a una comunidad políticamente definida (tercera dimensión). En forma importante, la ciudadanía no sólo descansa sobre el estatus de los vínculos Estado-ciudadano sino también sobre los vínculos entre ciudadanos. La ciudadanía forma una serie continua de vínculos institucionalizados entre ciudadanos (Tilly, 1996). Con frecuencia, los análisis políticos tienden a enfocarse en el aspecto del estatus y a ignorar el aspecto de los vínculos sociales. En particular, la ciudadanía denota la institucionalización de una reciprocidad generalizada y una solidaridad difusa entre los miembros de una comunidad política —como un contrato social (Dahrendorf, 1988: 116)—. La reciprocidad generalizada significa que nuestros pares pueden ser vistos como un grupo (por ejemplo, una nación) en lugar de como actores particulares. Implica apegarse a estándares de comportamiento normalmente aceptados. La solidaridad difusa se relaciona con la empatía hacia otros y, como la reciprocidad generalizada, también tiene que ver con formaciones sociales más grandes en las cuales los participantes y miembros por lo general carecen de contacto cara a cara (Faist, 2001). Numerosos derechos sociales y las políticas correspondientes, sobre todo aquellos con un efecto redistributivo, requieren vínculos de reciprocidad generalizada entre los ciudadanos. Éste es el caso del llamado “acuerdo entre generaciones” para los esquemas de pensiones no-diferidas, es decir, aquellos basados en el acuerdo de que la generación económicamente activa paga las pensiones de la generación que ya se jubiló con la esperanza de que la siguiente generación haga lo mismo. Otros mecanismos redistributivos que necesitan una base de solidaridad difusa son, por ejemplo, los esquemas que aseguran un ingreso básico mínimo financiados por los ingresos fiscales generales.

			A lo largo del último siglo, se pueden identificar tres tendencias principales en el desarrollo de la ciudadanía, las cuales han contribuido a darle forma. Éstas son: expansión —a través de la inclusión continua de nuevos grupos dentro de Estados (naciones) —, erosión —a través de la disminución en la participación política de los miembros o ciudadanos en la esfera política— y extensión —a través de la separación parcial de la tríada autoridad, población y territorio estatales, y de la transnacionalización general de los procesos sociales.

			 

			La expansión de la ciudadanía: de la exclusión

			a la inclusión y la lucha por los derechos

			 

			Los teóricos de la expansión ven la ciudadanía como dinámica y susceptible de reinvención en respuesta a las exigencias de los retos contemporáneos. Sobre esta cuestión existen dos discursos distintos, aunque a veces interconectados. 

			En uno de éstos, la expansión de la ciudadanía es vista en términos de la inclusión progresiva de grupos hasta entonces marginados y excluidos. Por ejemplo, el funcionalismo evolucionista de Talcott Parsons (1971) sugiere que entre las tendencias dominantes que dan forma a las sociedades modernas están el interés y la capacidad creciente en la inclusividad. Desde esta perspectiva, la ciudadanía funge como un modo particularmente significativo de identidad y solidaridad en sociedades pluralistas. Esta teoría presta especial atención a varios aspectos de la heterogeneidad, como etnicidad, raza, género, estatus migratorio o experiencia. Un aspecto tiene que ver con la adquisición de la ciudadanía, y otro con la extensión de derechos ciudadanos a grupos hasta entonces excluidos, incluidos los migrantes. La adquisición de la ciudadanía se constituye por criterios relacionados con el país de nacimiento. Los dos principios más difundidos para niños nacidos en un Estado son ius sanguinis como el principio de transmisión intergeneracional, que existe en casi todos los países y, además, ius soli, el principio de territorialidad, más incluyente con respecto a los hijos de recién llegados. Los criterios para recién llegados también podrían ser el tiempo de su estancia en el país para poder ser naturalizados, los conocimientos lingüísticos, una cierta prueba de alfabetismo cívico y la demostración de recursos materiales o habilidades deseadas en el mercado. En Europa se observa la tendencia a que converjan los criterios que regulan la adquisición de la ciudadanía legal por nacimiento o por naturalización; por ejemplo, hay una creciente difusión del principio de ius soli, o la adopción generalizada de reglas explícitas, como exigir el conocimiento del idioma oficial del país de naturalización como un requisito para ad­quirir la ciudadanía (véase Joppke, 1999). Estudios empíricos han in­terpretado tales tendencias medibles como una señal de aumento en la inclusividad (Waldrauch, 2001). Según la teoría política normativa, buena parte del ímpetu hacia un mayor grado de inclusión de los migrantes y sus hijos puede derivarse del principio democrático de congruencia entre los derechos que puede tener la población legalmente residente y la población

			habitante de facto. Los residentes sujetos a las leyes deben tener voz en la elaboración de dichas leyes —esto es una emanación directa de la primera dimensión de la ciudadanía, la cual afirma la libertad política igualitaria—. No obstante, aun desde esta perspectiva quedan preguntas como ¿deben los migrantes comprobar, de alguna manera, que se han incorporado social o culturalmente, antes de que se les permita naturalizarse y así tener acceso a derechos plenos? O, ¿la ciudadanía plena representa, más bien, el inicio del proceso de integración, una especie de prerrequisito necesario para la incorporación plena? El segundo aspecto se relaciona con el hecho de que algunos (sub-)grupos de migrantes o minorías nacionales se caracterizan por raza o etnicidad. Aquí, el enfoque no está en los recién llegados sino en ciudadanos plenos a quienes se les ha privado de adquirir los derechos plenos o de poder ejercerlos. La inclusión a través de extender los derechos universales (por ejemplo, derecho al voto para todos, como en el caso del movimiento por los derechos civiles en Estados Unidos) u otorgar derechos específicos (por ejemplo, el derecho a la representación para minorías religiosas o étnicas), muchas veces se justifica con base en la discriminación en el pasado o el presente (por ejemplo, políticas de acción afirmativa), o en el interés por asegurar que los miembros de minorías puedan aprovechar su herencia cultural. En aquellos Estados con un alto grado de derechos para minorías o derechos multiculturales, características como género, etnicidad y raza han adquirido un peso importante en el proceso de determinar a quién se le debe otorgar ciudadanía plena en la entidad política. 

			Una de las preguntas interesantes tiene que ver con los efectos materiales de la extensión de la ciudadanía a migrantes. La ciudadanía y las oportunidades para su adquisición pueden también tener efectos muy tangibles en las posibilidades de vida de los migrantes, poniendo de relieve la relación entre la adquisición de la ciudadanía y la inclusión de los migrantes. La pregunta es si la ciudadanía podría ser usada como un ins­trumento para promover la integración de los migrantes o si (debe) funciona(r) como una recompensa para los migrantes con buen desempeño. Hallazgos recientes sobre este tema para países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde) sugieren que la primera postura tiene mayor validez empírica que la segunda (Liebig y Von Haaren, 2011: 48-49).2 Para empezar, los datos indican que aquellos migrantes que han adquirido la ciudadanía en el país de inmigración tienden a lograr resultados más favorables en el mercado laboral. Como era de esperar, los resultados positivos se derivan en parte de que hay una cierta selección positiva de los migrantes que obtienen la ciudadanía. Por ejemplo, es probable que los migrantes que adoptan la ciudadanía del Estado de inmigración tengan mayores niveles de educación y puestos más altos en el mercado laboral aun antes de la naturalización. La pregunta crucial, entonces, es si el hecho de tener la ciudadanía del país de inmigración puede, por sí solo, tener un efecto benéfico en los resultados de los migrantes en el mercado laboral. De hecho, parece que no sólo aumenta la probabilidad general de encontrar empleo, sino que también repercute en el nivel salarial y la mejor representación de migrantes en el sector público. Lo que es más, parece que los efectos son más fuertes para los migrantes en mayor desventaja en el mercado laboral. 

			 

			La erosión de la ciudadanía: naturalización, cohesión

			social y neoliberalismo

			 

			Los teóricos de la erosión tienen dos preocupaciones diferentes, aunque a veces interconectadas, en relación con lo que se considera una disminución en la eficacia y pertinencia de la ciudadanía. Una variante está centrada en lo que se percibe como un continuo descenso en el involucramiento de personas ordinarias en la vida pública. Este tema en particular ha sido una de las principales preocupaciones de quienes están interesados en el destino de la esfera pública o la sociedad civil, de maneras diferentes y desde perspectivas distintas, como atestiguan los trabajos de Benjamin Barber, Robert Bellah, Amitai Etzioni y Robert Putnam (Kivisto y Faist, 2007). Con relación a los migrantes, uno de los temas clave son las condiciones y criterios de la naturalización. En este sentido, el temor es la “devaluación” de la ciudadanía, ya que los inmigrantes la pueden obtener con demasiada facilidad (Schuck y Smith, 1985). Otras preocupaciones frecuentemente expresadas están relacionadas con la adquisición interesada de la ciudadanía. Es decir, respecto a que se pueda tomar la ciudadanía sólo por motivos pragmáticos. Existe evidencia de que en países con políticas migratorias más restrictivas hay mayor incentivo para adquirir la ciudadanía; lo contrario también es cierto en cuanto a que hay incentivos menores para ciudadanos de otros Estados miembros de la Unión Europea (véase German Federal Office for Migration, 2012: 15).

			La segunda variante en torno a la erosión aborda el animado debate sobre el asalto en contra de la ciudadanía social a partir del auge de regímenes políticos neoliberales desde los años setenta. Apropiadamente, este debate se enmarca, por lo general, en los términos del paradigma de T.H. Marshall (1964) respecto a la evolución de la ciudadanía vinculada con el surgimiento y la expansión del Estado de bienestar moderno. La expansión de la ciudadanía no es simplemente un proceso de expandir o contraer derechos individuales, sino un cambio en la relación entre éstos y su dimensión colectiva; por esta razón, el desarrollo de la ciudadanía no es congruente con el planteamiento neoliberal que pone en primer plano los derechos indi­viduales (de propiedad), sino que en la formulación pers­picaz de T.H. Marshall constituye más bien un estatus, basado en el entendimiento colectivo de contrarrestar los resultados inequitativos producidos por las fuerzas del mercado. En pocas palabras, la ciudadanía puede constituir un mecanismo para reducir las inequidades de clase; sin embargo, el impacto que tiene la reestructuración económica en la ciudadanía de los migrantes no es un tema mayor en las discusiones y los trabajos teóricos sobre la ciudadanía de los migrantes, lo cual representa un marcado contraste con los debates sobre “raza y clase” de los años setenta y ochenta. La agenda académica y de políticas públicas está dominada por los temas de cohesión e integración social vistos a través del lente de la cultura. Tomando un ligero desvío, este tema ha sido retomado por quienes han vuelto a ver las formas en que los migrantes se organizan para acumular y reproducir capital social en el ámbito político, esto es, a través de asociaciones de migrantes y la política asociada (véase por ejemplo, Fennema y Tillie, 2001). 

			Las dos líneas de pensamiento sobre la erosión coinciden con los críticos de la ciudadanía múltiple respecto a la “des-solidarización” de los ciudadanos en los Estados de bienestar como consecuencia de la ciudadanía múltiple. Otros argumentan que las políticas del multiculturalismo incitan al conflicto cultural y, de tal modo, aumentan los niveles de oposición a los derechos de los migrantes al fomentar la política de identidad por parte de los grupos mayoritarios (Sniderman y Hagendoorn, 2007). En contraste, los defensores del multiculturalismo sostienen que las políticas multiculturales han llevado a un aumento en la igualdad (Banting y Kymlicka, 2006). A pesar de las contundentes afirmaciones de críticos y defensores de la ciudadanía multicultural, es asombroso ver que la mayor parte de estos trabajos comparten una riqueza teórica que contrasta fuertemente con una pobre investigación empírica.

			 

			La extensión de la ciudadanía: ciudadanía múltiple

			como ciudadanía dual y supranacional

			 

			Las teorías de la erosión y la expansión suponen con frecuencia que la procedencia de la ciudadanía está en el Estado nacional. Esta presunción ha sido cada vez más cuestionada por investigadores que plantean preguntas en torno a la erosión de la eficacia del Estado nacional o, en forma más sofisticada, su transformación, mientras que simultáneamente se reflexiona sobre si varias entidades transestatales como la Organización de las Naciones Unidas (onu) o, a nivel más regional, la Unión Europea (UE), puedan ser capaces de desarrollar nociones de ciudadanía que, en efecto, hacen estallar las fronteras del Estado nacional (Jacobson, 1996). En parte, el argumento dibuja un paralelo entre la procedencia premoderna y moderna de la ciudadanía. En la primera era la ciudad-Estado, mientras que en la segunda se convirtió en el Estado-nación. El supuesto que fundamenta este argumento es que, conforme entramos a lo que algunos consideran la modernidad tardía o avanzada (Giddens, 1990) y otros denotan como la posmodernidad (Harvey, 1989) se presenta un cambio similar en la procedencia de los regímenes de ciudadanía. 

			Diversas observaciones empíricas constatan que la ciudadanía se está volviendo cada vez más desagregada, en el sentido de que la identidad, los derechos de participación política y las prestaciones sociales —que en un momento estaban fuertemente agrupadas bajo la rúbrica de la ciudadanía nacional—, hoy están siendo desagregadas y ensambladas en nuevas y dinámicas configuraciones que se “salen de la pista” tradicional de la ciudadanía. Hoy en día, no es inusual que existan en un mismo territorio diversas estructuras de gobernanza, en parte traslapadas y en parte en competencia, con criterios de membresía divergentes. Puede servir de ejemplo el derecho de voto de ciertos residentes no ciudadanos en elecciones municipales en Europa. Algunos consideran que esta desagregación es una señal del fin de la democracia en nombre del capital, la fuerza de trabajo y el consumismo transnacionales. Otros sugieren que uno también puede ubicar en tal desagregación un sitio para un federalismo cosmopolita, del tipo pluralista, por el que abogaba Immanuel Kant (Benhabib, 2004).

			Subyace a estas consideraciones el problema teórico fundamental respecto a si la ciudadanía puede ser conceptualizada en forma fructífera más allá del Estado nacional, o si la ciudadanía no puede ser —como mantiene, por ejemplo, Bryan Turner (1993)— transnacionalizada. Si bien es cierto esto último, también existe un peligro de “estiramiento” conceptual. Una tercera perspectiva rechaza ambas posturas y argumenta que la desagregación de derechos, territorios y autoridades no lleva a una yuxtaposición de antiguas formas nacionales con nuevas supranacionales o con formas globales de ciudadanía, ya que los procesos supranacionales y globales funcionan principalmente a través de un Estado nacional reconfigurado (Sassen, 2006). Básicamente existen dos formas de ciudadanía cuyo alcance está por encima y por debajo del Estado nacional. La primera es superpuesta, y se puede visualizar como la ciudadanía en forma de círculos que se traslapan; la ciudadanía dual o múltiple en Estados nacionales es un ejemplo prominente de esta forma. La segunda forma es anidada y consiste en círculos concéntricos: una persona puede ser ciudadana de Lisboa, Portugal y la Unión Europea; esta última forma se relaciona con la ciudadanía local o a nivel de ciudad.

			 

			La ciudadanía dual

			 

			La ciudadanía dual plantea preguntas similares a las que surgen de la expansión de la ciudadanía en general. Se suele legitimar la tolerancia de la ciudadanía dual en el país de inmigración al postular que la igualdad legal debe ser un requisito previo para la ciudadanía sustantiva, esto es, la plena participación en la vida económica, política y cultural en el lugar de residencia. Nuevamente, lo que está en el centro del problema es la congruencia entre la población de hecho y la población de derecho. En la práctica, esta afirmación parte de la observación de que aquellos Estados que toleran la ciudadanía dual, ceteris paribus, tienen proporcionalmente más mi­grantes naturalizados. Además, entra en juego la ciudadanía como un derecho humano. Primero, en el derecho internacional, ya que con frecuencia cada vez más se ha llegado a ver la ciudadanía como un derecho humano, como en el caso de las personas sin Estado (Chan, 1991). La equidad de género, como derecho humano, entró en el derecho internacional en la Convención sobre la Nacionalidad de la Mujer Casada en 1957 y después en las leyes de los Estados nacionales. De acuerdo con este corpus jurídico, las mujeres ya no tenían que dejar su ciudadanía legal al casarse con un cónyuge de otra nacionalidad. En un paso adicional, legitimado a través de un Convenio del Consejo de Europa (1993), los hijos de los llamados matrimonios binacionales tienen la ciudadanía dual o múltiple. Posteriormente, los países con una proporción significativa de población emigrante también han adoptado leyes de ciudadanía, encaminadas a la tolerancia de la ciudadanía dual, para el caso de sus ciudadanos en el extranjero. Sin embargo, en semejantes casos los factores antes mencionados han jugado un papel menor comparado con las preocupaciones prácticas de mantener y volver a forjar vínculos con (ex) ciudadanos en el extranjero (por ejemplo, Górny, 2007).

			La creciente tolerancia a la ciudadanía dual, como membresía en todo el mundo (Faist y Gerdes, 2008), es reflejo de la pertenencia múltiple. Su expansión conduce a pensar en cómo superar a futuro las dicotomías conceptuales respecto de la incorporación de los migrantes. Muchas veces la inserción en el país de acogida no se acompaña, necesariamente, del desmantelamiento de vínculos con el país de origen. Así, la afiliación a familias, empresas y comunidades religiosas transnacionales no es una anomalía de los procesos de incorporación sino que es parte de los muchos caminos para la incorporación empleados por los migrantes. 

			La ciudadanía dual tiene implicaciones distintas para los diversos sistemas políticos, según sea su diseño federalista o centralista. Básicamente, la ciudadanía dual se deriva sobre todo de la adquisición de la ciudadanía por nacimiento (de padres de distintas nacionalidades o de la combinación de la transmisión ius sanguinis por el Estado de origen y la adquisición ius soli en el Estado de residencia). Más aún, cada vez más la ciudadanía dual es resultado de la naturalización sin la renuncia a otras ciudadanías adquiridas previamente. Mientras que la ciudadanía dual puede plantear ciertos problemas para los individuos y Estados involucrados, obviamente no viola los principios democráticos. Se podría pensar que la ciudadanía dual viola la igualdad de representación al dar dos votos a una persona. Sin embargo, aun suponiendo que también pueden votar por correo en un país donde no residen actualmente, los ciudadanos duales sólo cuentan con un voto en cada elección. Nunca se agregan estos votos separados en el proceso de elegir a representantes ni en un referéndum. Los ciudadanos duales tienen intereses en dos Estados distintos, pero sus votos no cuentan dos veces en ninguna decisión. Esto es diferente en sistemas federales (por ejemplo, Estados Unidos y Alemania) o protofederales, como la Unión Europea. Si una persona que es residente tanto de Alemania como de Francia tuviera el derecho de voto en ambos países para las elecciones del Parlamento Europeo, significaría que su voto contaría dos veces para determinar la representación de estos países (más precisamente, distritos de estos países) en el Parlamento Europeo. Estas consideraciones, en principio, son también aplicables a otras formas de ciudadanía múltiple. Sin embargo, la ciudadanía dual no es de ninguna manera la única forma de ciudadanía múltiple. A nivel subestatal, existen formas de ciudadanía local y, a nivel supraestatal, existen formas como la ciudadanía en la Unión Europea.

			 

			Ciudadanía posnacional

			 

			La observación empírica de que la ciudadanía social y la política no coinciden, ha llevado a un debate más amplio y de mayor alcance sobre la naturaleza de la ciudadanía contemporánea. El punto de partida es que los residentes permanentes pueden tener acceso a casi todos los derechos sociales y, aun así, tener negado el derecho de voto ya que no son ciudadanos de iure, esto es, ciudadanos en el pleno sentido legal (Faist, 1995).

			 Una vertiente de la discusión trata del concepto de la ciudadanía posnacional, lo cual es especialmente pertinente para la UE y los Estados nacionales. Este concepto enfatiza la relevancia creciente de las políticas y los derechos genuinamente inter- y supraestatales. En general, los posnacionalistas afirman que los derechos humanos se han acercado más a los derechos ciudadanos. Desde su óptica, los Estados liberal-democráticos han llegado a respetar cada vez más los derechos humanos de las personas, sin importar su ciudadanía (Soysal, 1994). Los discursos de derechos humanos interestatales y las instituciones supraestatales como la UE han conducido a los Estados a otorgar derechos a ciertos grupos que, de esa manera, no se convierten en ciudadanos sino en habitantes (denizens) —inmigrantes con el estatus de residente permanente—, con acceso a casi todos los de­rechos sociales y civiles. Hasta cierto punto, el surgimiento de un gran colectivo de denizens contrarrestó una de las principales tendencias de la ciudadanía de los Estados nacionales, la cual privilegió la oposición binaria de “ciudadano” versus “extranjero”, en contraste con las relaciones complejas entre individuos y comunidades en las sociedades del antiguo régimen (Fahrmeir, 2007). Estas categorías de personas incluyen a los residentes permanentes en Estados miembros de la UE, esto es, ciudadanos de “terceros” Estados que no ostentan la ciudadanía de la UE (“extracomunitarios”). Esto significa que las instituciones supraestatales como el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (tjue) han desarrollado derechos comunes para todos los residentes. Por esta razón, hoy en día existen muy pocas diferencias entre los derechos sociales para habitantes y ciudadanos de los Estados miembros de la UE. No obstante, los autores de la línea posnacional tienen poco que decir acerca de los ciudadanos, ya que el enfoque está en la divergencia entre derechos e identidad, la segunda y tercera dimensiones de la ciudadanía. Lo que más les preocupa es la brecha que se va cerrando entre los derechos de habitantes y ciudadanos (Jacobson, 1996), y no prestan ninguna atención a lo que es el cimiento y la primera dimensión de la ciudadanía, la libertad política igualitaria. 

			Además, es verdad que los derechos humanos y civiles básicos se han consagrado a nivel supraestatal en la UE, pero obviamente esto no es tan cierto para los derechos políticos y para nada es verdad para los derechos sociales. Una perspectiva posnacional desatiende la doble codificación de la ciudadanía. Descuida, por ejemplo, que los derechos sociales solidarios (o moralmente demandantes), como aquellos que involucran la redistribución de fondos, requieren el apoyo de fuertes vínculos sociales y simbólicos, como son la reciprocidad generalizada y la solidaridad difusa. Tales vínculos se limitan usualmente a categorías mucho más estrechas que la de la “población europea” como un todo. Por ejemplo, la reciprocidad generacional en sistemas de pensiones no se extiende de Finlandia a Portugal. Esto no quiere decir que la UE no haya tenido ningún impacto en los derechos sociales. Tomemos el ejemplo de los servicios de salud nacionales, donde las reglas de la UE han condicionado las opciones de los Estados de bienestar nacionales. Sin embargo, la UE ha implementado nuevos derechos sólo en áreas limitadas, como los derechos de ciudadanos móviles provenientes de Estados miembros de la UE, en la esfera de la equidad de género y con respecto a la salud y la seguridad laboral.

			Asimismo, una perspectiva posnacional considera que el surgimiento de nuevos derechos a mitad de camino entre los derechos ciudadanos y los derechos humanos, como el denizenship, ya es una señal de que los de­rechos humanos de la persona se han vuelto más importantes que los derechos ciudadanos para ciertas categorías de personas como los migrantes. En la terminología de las ciencias sociales, denizenship se refiere a los residentes permanentes con derechos sociales y civiles casi equivalentes a los de los ciudadanos (Hammar, 1990). Denizenship implica que, cada vez más, los extranjeros adquieren derechos que anteriormente eran la prerrogativa de los ciudadanos. Sin embargo, la base del denizenship no está sólo en los derechos humanos sino que también incluye la participación en los sis­temas funcionalmente diferenciados de la sociedad moderna, como la participación en los mercados laborales y, por lo tanto, en la seguridad social. Asimismo, uno tiene que desechar la idea inverosímil de que una protección eficiente de los derechos humanos se localiza en los discursos globales. Por lo tanto, uno puede eludir los supuestos cuestionables de la perspectiva posnacional e ir un paso más allá. En verdad tenemos que preguntar si la ciudadanía puede ser reconceptualizada supranacionalmente —pero no sólo como una réplica de la ciudadanía de los Estados nacionales. 

			 

			Ciudadanía “anidada”

			 

			Una alternativa al análisis posnacional de la ciudadanía supranacional es el concepto de la ciudadanía “anidada” (Faist, 2001). El concepto de la ciudadanía anidada dice que la pertenencia a la UE tiene sitios múltiples y existe un sistema interactivo de política, directrices y derechos entre los niveles subestatal, estatal, interestatal y supraestatal. El tejido de las redes de gobernanza permite consagrar algunos nuevos derechos a nivel supraestatal e interconectarlos con derechos antiguos y —sobre todo— volver a adaptar derechos e instituciones existentes en Estados miembros. En el futuro cercano, es probable que la UE no se convierta en un sistema político federal como aquellos que se encuentran en sus Estados miembros, por consiguiente, no podemos hablar de la ciudadanía de la UE como una ciudadanía federal completa. Más bien, lo que ha evolucionado en la UE es una red extraordinariamente intrincada de autoridades superpuestas y sus derechos correspondientes. 

			Las características específicas de la ciudadanía anidada son las siguientes. Primero, la ciudadanía anidada implica múltiples niveles. Los actores políticos —incluyendo los Estados soberanos miembros, la Comisión Europea, el Consejo de Ministros, los grupos de cabildeo y las asociaciones de ciudadanos— están involucrados en actividades a diferentes niveles. Segundo, la ciudadanía anidada es una forma de ciudadanía federativa. No es una coexistencia sencilla de niveles diferentes. La ciudadanía de la UE como un todo está ubicada en diversos niveles de gobernanza. Una consecuencia importante es que la ciudadanía anidada no está evolucionando de manera fluida hasta ser una ciudadanía verdaderamente federal. La soberanía de los Estados miembros para otorgar la ciudadanía a nivel Estado tiene implicaciones trascendentes para la lenta evolución de una ciudanía más coherente de la UE, y la resistencia de los Estados miembros en contra de ella (véase el capítulo III de este volumen). Tomen el ejemplo del movimiento libre: argentinos con ascendencia española o italiana podrían haber reclamado la ciudadanía de sus ancestros y mudarse a la UE —pero no necesariamente al país de su ciudadanía en la UE (véanse los capítulos III, IV y V de este volumen)—. O consideren que Hungría extiende la ciudadanía a personas de la misma etnia en Serbia, o la aparente facilidad con la cual los moldavos puedan acceder a la ciudadanía rumana y, de esta manera, a la ciudadanía de la Unión Europea y el derecho de movilidad asociado. En todos estos casos, los demás Estados miembros han o podrían haber objetado dicha ampliación de la ciudadanía. Este estado de cosas constituye uno de los factores que disminuye el ritmo de armonización de las leyes de ciudadanía e incluso la unificación de la ciudadanía dentro de la UE. La habilidad de los Estados miembros para regular el acceso a la ciudadanía del Estado contrasta fundamentalmente con su creciente incapacidad de definir quién es considerado un “trabajador” y, así, quién es capaz de cruzar fronteras libremente e involucrarse en actividades económicas. El acceso a la ciudadanía de los Estados miembros es ahora un instrumento ejercido por Estados semisoberanos para aminorar la injerencia continua de la jurisprudencia de la UE en relación con la regulación del acceso a sus mercados laborales. Los Estados miembros intentan compensar sus pérdidas en soberanía en cuanto al libre movimiento de tra­bajadores a través de proteger su derecho exclusivo a la naturalización. La tercera característica de la ciudadanía anidada es que no puede ser pensada como una ciudadanía guiada por un centro de autoridad política coherente o centralizado. A diferencia de la ciudadanía en sistemas políticos federales, como la República Federal de Alemania (por no hablar de los sistemas centralistas), no se debe entender el nivel más alto de la UE como el centro principal de autoridad política encima de los sistemas subestatales. La red de gobernanza de múltiples niveles de la UE se entiende mejor como un sistema federal abierto. 

			 

			Reformulaciones de la ciudadanía: ejemplos

			de ciudadanía local y cuasi-ciudadanía

			 

			El surgimiento de los Estados (nacionales) modernos significa la subordinación de la localidad en general, y de la ciudad en particular, a la nación como única comunidad política soberana (Isin y Wood, 1999). De esta manera, se ha subyugado la ciudadanía local a la ciudadanía nacional. Esto no es algo evidente, ya que la ciudadanía emergió en Atenas y Roma, las ciudades-Estado del Mediterráneo, y se volvió a inventar en las ciudades-república del Renacimiento. La encarnación nacional moderna surgió con las revoluciones urbanas que azotaron Europa de 1789 a 1848. En tiempos de transnacionalización y aun de globalización que en principio no han socavado los Estados nacionales, pero que han brindado nuevas oportunidades a otros niveles de organización política (por ejemplo, Held et al., 1999), se plantea la pregunta de si vemos nuevas formas de ciudadanía local para el siglo xxi que difieran de los modelos de ciudadanía nacional de los siglos xix y xx. La importancia potencial de la ciudadanía urbana para la democracia cosmopolita no está en proporcionar una base alternativa a la federación territorial, sino en poder ser el origen de nuevas formas de identificación. Localidades culturalmente diversas podrían fomentar nuevas formas de identificación colectiva, que no correspondan cabalmente con las narrativas nacionales de homogeneidad cultural (Bauböck, 2003). La ciudadanía en ciudades no es necesariamente congruente con la ciudadanía nacional plena, ya que la primera podría incluir por igual a migrantes irregulares, residentes permanentes y ciudadanos. Ha habido una tendencia en toda Europa para incluir a los residentes permanentes en la población que puede votar en elecciones locales. Esto ha generado el debate de si la ciudadanía local o urbana también podría proveer un modelo de ciudadanía alternativo que, con el tiempo, po­dría ayudar a superar algunas de las características excluyentes de la ciudadanía nacional o aun ser un presagio del cosmopolitismo. En cualquier caso, la ciudadanía local plantea el interrogante acerca de en qué maneras la ciudadanía puede ser democratizada “desde abajo”.

			Los análisis tanto de la ciudadanía supranacional como de la local son especialmente pertinentes para entender la ciudadanía en sistemas polí­ticos emergentes, ya que uno puede examinar los recursos necesarios para que los ciudadanos confíen unos en otros. Expansionistas y erosionistas hablan de normas altamente demandantes, en particular, la confianza entre ciudadanos, la reciprocidad generalizada y la solidaridad difusa, como los cimientos necesarios de la ciudadanía en Estados nacionales. Se podría decir que éstos son “recursos socio-morales” (Offe y Preuß, 1991) que permiten a la sociedad civil dar su consentimiento a derechos y obligaciones. Esto significa una fusión de la segunda dimensión —derechos y obligaciones— con la tercera dimensión —identificación colectiva— de la ciudadanía. Usualmente, estas observaciones se aplican a las formas nacionales de la ciudadanía. La pregunta clave es si la ciudadanía en el ámbito local y supranacional también requiere “formas espesas” de reciprocidad y solidaridad o si “formas más delgadas” también podrían asegurar que los ciudadanos respeten la libertad política de otros —la primera dimensión y la base de la ciudadanía.

			Para poder captar las formas de ciudadanía entre ser forastero (alienship) y la plena ciudadanía en la UE, se han empleado diversos conceptos —denizenship, ciudadanía cívica y cuasi-ciudadanía—. Todos denotan una especie de estatus de residencia a largo plazo. El primer esfuerzo fue la reactivación del denizenship como un estatus distinto que captaba un estado intermedio a escala nacional. Después, el término “cuasi-ciudadanía” denotaba una versión mejorada de denizenship que “implica derechos casi idénticos a los que gozan los residentes nacionales, incluyendo el derecho al voto en algún nivel (local o nacional) o el acceso a ocupar cargos públicos, así como a la plena protección de la expulsión” (Bauböck et al., 2006: 29). No obstante, no ha habido ninguna tendencia fundamental de liberalización: “Generalmente después de 2000, en la mayoría de los Estados miembros de la UE, se volvió más difícil el acceso al estatus de residente permanente, con la introducción de nuevas condiciones y barreras prácticas, o se introdujeron nuevos motivos para perder ese estatus” (Groenendijk, 2006: 405). La ciudadanía cívica, un concepto impulsado por la UE a principios de la década de 2000, denotaba un esfuerzo conceptual similar al de la cuasi-ciudadanía. Éste emergió de reportes de la Comisión Europea sobre una política de inmigración de la UE. Similar a denizenship, incluye a todos los residentes permanentes y está diseñada para aplicarse a todos los residentes extracomunitarios legales que han echado raíces en Estados miembros. Como residentes a largo plazo, gozan de acceso comparable a empleo, educación, prestaciones sociales, servicios de salud y vivienda. En varios Estados miembros de la UE se les permite a los residentes migrantes participar en elecciones locales al votar y presentarse como candidatos. 

			En resumen, la función principal de estos tres conceptos era o ha sido reflexionar sobre cómo se puede aumentar la solidaridad, la reciprocidad y un sentimiento de afiliación a un Estado entre migrantes y ciudadanos. Sin embargo, dadas las restricciones recientes para el acceso al estatus de residente permanente en muchos países europeos, no está claro si objeti­vamente —como es medido por científicos sociales— o subjetivamente —según la percepción de los migrantes mismos— este estatus constituye un paso hacia la ciudadanía plena a través de la naturalización, o si es un tipo de ciudadanía de segunda clase. Además, el estatus legal de la residencia permanente genera una pregunta clave acerca de la comparación entre residentes permanentes (denizens o cuasi-ciudadanos) y ciudadanos de la UE: ¿cómo se pueden justificar las diferencias entre los derechos de los residentes permanentes y los de los ciudadanos de la UE? Por ejemplo, a los ciudadanos de la UE se les permite votar en otro país en elecciones locales y europeas inmediatamente después de adoptar la residencia, mientras que los nacionales de un tercer país tienen que esperar varios años o se les puede negar completamente el derecho de votar en elecciones locales. Además, a los ciudadanos nacionales se les permite moverse libremente entre los Estados miembros de la UE, mientras que los residentes permanentes extracomunitarios no gozan de este privilegio. 

			 

			Los límites de la ciudadanía: la fricción entre

			derechos ciudadanos y derechos humanos

			 

			Como conclusión preliminar se podría apuntar que la ciudadanía nacional como concepto político-normativo no es un enfoque apto para entender los grandes temas, que van más allá de la naturalización y la inclusión política, ya que involucra tanto la admisión como la exclusión social. En cambio, vista desde una perspectiva global, en las democracias liberales occidentales la ciudadanía constituye uno de los mecanismos de reproducción de la inequidad social a escala global (Shachar, 2003). El predictor más significativo de las oportunidades de vida de las personas es su país de nacimiento. Por ejemplo, si se toma la (des)igualdad de ingreso como una medición de las oportunidades de vida, las diferencias en ingreso per cápita entre países son mayores que las diferencias al interior de los mismos países (Faist, 2009b). Además, una perspectiva desde los derechos humanos, aunque potencialmente sea más incluyente, también depende del Estado soberano como encargado principal de hacerlos cumplir. Ciertamente, existe una tendencia reciente a incorporar en la legislación nacional y local los derechos humanos consagrados internacionalmente, así como los debates de foros internacionales sobre temas como el derecho al desarrollo, los derechos colectivos de categorías como los pueblos indígenas, la protección ambiental, los derechos a la salud y los derechos laborales (especialmente de mujeres). Sin embargo, es igualmente cierto que la mayoría de los derechos enumerados en documentos prominentes como la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966) y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966) han sido sistemáticamente ignorados por Estados nacionales que siguen siendo los encargados principales de hacer cumplir los derechos humanos y ciudadanos. La supervisión legal y las sanciones en el ámbito internacional han sido mínimas. En contraste, la aplicación de los derechos de ciudadanía en los regímenes democráticos han estado caracterizados por una implementación relativamente eficiente. 

			A pesar de todas las deficiencias en la conceptualización y el análisis empírico, los teóricos de la ciudadanía posnacional han subrayado, justificadamente, el creciente impacto del discurso de derechos humanos sobre el tema de la integración de los inmigrantes. Siguiendo el argumento bastante cuestionable de una desvinculación entre derechos e identidad, ciertos teóricos hablan convincentemente de “membresía” en lugar de “ciudadanía” (Soysal, 1994). De esta manera, los derechos ciudadanos a nivel nacional son complementados por “nuevos” derechos ciudadanos en el ámbito de la UE, por ejemplo, derechos de género, que por lo general están más avanzados a escala supranacional que a nivel de los Estados miembros, y que son impulsados por el tjue cuya jurisdicción tiene que ser incorporada en la legislación de los Estados miembros. Sin embargo, no sólo es una entidad supranacional muy específica de la UE, sin insti­tuciones comparables en otras regiones del mundo, sino que lo más importante es que esos derechos suelen estar restringidos a ciudadanos de los Estados miembros. Los extracomunitarios, aun aquellos que son re­sidentes legales en la UE, están restringidos en la mayoría de los casos a las leyes de los Estados miembros y no pueden beneficiarse de dichos derechos supranacionales en la UE. Este ejemplo en sí es indicativo de un límite a la extensión de los derechos ciudadanos hacia los extranjeros y, así, la elevación de los derechos humanos a derechos ciudadanos: la ciudadanía amplia no puede ser extendida a extranjeros extracomunitarios, particularmente a los extranjeros indocumentados, sin una reconfiguración fun­damental de las unidades políticas en las que están incorporados. Por lo tanto, podemos preguntar si los derechos humanos podrían evolucionar aún más allá de los derechos civiles hasta incluir los derechos sociales y políticos —tal como lo hicieron los derechos ciudadanos en los últimos tres siglos, según los argumentos de T.H. Marshall— sin que, en esencia, se conviertan en derechos de ciudadanía. Y, si se puede concebir semejante evolución, ¿cuáles son las instituciones necesarias para la gobernanza nacional-transnacional-global de los derechos ciudadanos?
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